BOLETÍN Nº 2.613-10.








INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL ACUERDO CELEBRADO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, POR INTERCAMBIO DE NOTAS DE FECHAS 5 DE MAYO Y 22 DE JUNIO DE 1999, POR EL CUAL SE RENUEVA LA VIGENCIA DEL ACUERDO BÁSICO DE COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA SUSCRITO ENTRE AMBOS GOBIERNOS EL 14 DE MAYO DE 1992”.

















HONORABLE CÁMARA:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana e Integración Latinoamericana pasa a informaros del proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, adoptado por cambio de notas de fechas 5 de mayo y 22 de junio de 1999, para renovar la vigencia del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica, suscrito entre ambos Gobiernos el 14 de mayo de 1992, sometido a la consideración de la H. Corporación, en primer trámite constitucional, sin urgencia.











ANTECEDENTES GENERALES Y CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUERDO INTERNACIONAL EN TRÁMITE.





	El año 1992, Chile y los Estados Unidos de América suscribieron el Acuerdo Básico de Cooperación antes referido con el propósito fundamental de establecer un marco jurídico adecuado para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico con fines pacíficos entre ambos países.





	Según sus disposiciones, la cooperación podría consistir, principalmente, en el intercambio de información científica y técnica, y de científicos, técnicos y expertos; en la realización de seminarios y reuniones conjuntas; en la ejecución conjunta de proyectos de investigación en ciencias básicas y aplicadas; eventualmente, con la participación de científicos, expertos y técnicos, agencias e instituciones de terceros países u organizaciones internacionales, y en contactos y cooperación directa entre agencias gubernamentales, universidades, instituciones de educación superior, centros de investigación y desarrollo.





	En el anexo I del Acuerdo se regularon compromisos en materias de propiedad intelectual, y en el anexo II los relativos a la protección de tecnología sensitiva.





	Entre los derechos de propiedad intelectual protegidos se incluyeron los derechos relativos a las obras literarias, artísticas y científicas; a las invenciones en todos los campos de la actividad humana; a los descubrimientos científicos; a los dibujos y modelos industriales, y a las marcas comerciales, entre otros.





	Se estableció que las disputas sobre propiedad intelectual, que se susciten a propósito de la cooperación bilateral, serán resueltas mediante consultas o el arbitraje internacional.





	También se reguló la protección que los Gobiernos deben dar a la información empresarial-confidencial, definida como aquélla de la cual la persona que la tiene puede obtener un beneficio económico o una ventaja competitiva sobre aquéllos que no la tienen, si la información no es de conocimiento público o no está disponible al público, y si el propietario no la ha hecho disponible previamente sin notificar oportunamente la obligación de mantenerla confidencial. 





	Respecto de la protección de la tecnología sensitiva, los Gobiernos de Chile y de los Estados Unidos de América acordaron que bajo este Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica no se proporcionará ninguna información o equipo necesario de proteger por razones de seguridad nacional, como aquéllos que sean material clasificado por cualquiera de las Partes. Si dicha información o equipo fuera creado o proporcionado sin intencionalidad dentro del transcurso de proyectos o cooperación, se protegerá de ser revelado sin autorización bajo las leyes, reglamentos y prácticas administrativas nacionales aplicables.





	El Acuerdo de Cooperación Científica y Tecnológica, de 1992, promulgado en el país por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 111, de 1994, y publicado en el Diario Oficial del 16 de abril del mismo año, permaneció en vigor por 5 años, conforme lo convinieron los Gobiernos de Chile y de los Estados Unidos de América, en el Nº 2 del artículo XII del Acuerdo.





	En vista de los mutuos beneficios que ambos países obtuvieron en el ámbito de la cooperación científica y técnica, durante la aplicación de dicho Acuerdo, especialmente en materias de educación; de auditoría interna, y de cooperación para el desarrollo internacional, el Gobierno de Chile, propuso el 5 de mayo de 1999, al de los Estados Unidos de América, su renovación, conforme lo previsto en el Nº 3 de su artículo XII, que permite extender o modificar el Acuerdo, pero sujeta la vigencia de la extensión o modificación al cumplimiento de los procedimientos correspondientes.





	El acuerdo de renovación se produjo mediante intercambio de notas entre el embajador de Chile en los Estados Unidos de América, señor Genaro Arriagada Herrera, y la Secretaria de Estado de los Estados Unidos de América, señora Madeleine K. Albright, fechadas el 5 de mayo de 1999 y el 22 de junio de 1999, respectivamente, las que, conforme a la voluntad expresa de los dos Gobiernos, constituyen un acuerdo -jurídicamente un tratado- que extiende por otros cinco años, a contar desde el 22 de junio de 1999, la vigencia del Acuerdo de Cooperación Científica y Tecnológica, de 1992, 





	En nuestro país, el Ejecutivo quiso poner en ejecución este acuerdo de renovación, sin requerir su aprobación parlamentaria previa, por estimar que estaba autorizado para ello por la norma del Nº 3 del artículo ya citada. Sin embargo, la Contraloría General de la República, según lo informó a vuestra Comisión el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso Repetto, se abstuvo de tomar razón del decreto supremo promulgatorio respectivo, por sostener que la renovación de un Acuerdo internacional, cuyo plazo de vigencia estaba cumplido, requería precisamente de dicha aprobación.





	A lo anterior cabe agregar que el inciso segundo del N° 1 del artículo 50 de la Constitución Política, permite al Presidente de la República poner en ejecución acuerdos internacionales, sin nueva aprobación parlamentaria, cuando ellos tienen por objeto dar cumplimiento a tratados vigentes y sus disposiciones no inciden en materias de ley, situaciones en las que no se encuentra el Acuerdo sometido a vuestra consideración. Por tanto, vuestra Comisión ha concluido que la aprobación parlamentaria de este instrumento internacional, previamente a su ratificación, es indispensable.











DECISIONES DE LA COMISIÓN.





	En vista de los antecedentes expuestos y atendidas las consideraciones de mérito que S.E. el Presidente de la República exponer en su mensaje, vuestra Comisión decidió por unanimidad recomendaros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, para lo cual os propone adoptar su artículo único; con modificaciones formales de menor entidad, que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:





	“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, adoptado por cambio de notas de fechas 5 de mayo y 22 de junio de 1999, por el cual se renueva el “Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito entre ambos Gobiernos el 14 de mayo de 1992.”.











DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE.





	Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado Iván Moreira Barros.











MENCIONES REGLAMENTARIAS.





	Para los efectos reglamentarios, se os hace constar que este Acuerdo internacional no contiene disposiciones de rango orgánico constitucional o de quórum calificado. Tampoco de aquéllas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda.








)--------(








	Discutido y despachado en la sesión del día 9 de enero de 2001, con asistencia de los Diputados señores Palma Irarrázaval, don Joaquín (Presidente de la Comisión); Alessandri Valdés, don Gustavo; Allende Bussi, doña Isabel; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Moreira Barros, don Iván; Reyes Alvarado, don Víctor; Riveros Marín, don Edgardo, y Urrutia Cárdenas, don Salvador.











	SALA DE LA COMISIÓN, a 9 de enero de 2001.

















	FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,


	Abogado Secretario de la Comisión.
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